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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 9/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR
San Luis Potosí, S.L.P., a  diecisiete de abril de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 9/2019-3, promovido por **********, en contra actos de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, del Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y de la notificadora ejecutora, adscrita a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí de nombre **********;  y

R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo del once de enero de  dos mil  diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********, mediante el cual demanda a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de San Luis Potosí, al Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y de la notificadora ejecutora, adscrita a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí de nombre **********; por la nulidad de los siguientes actos: 
“1. La Resolución de fecha ********** contenida en el oficio **********, que en su última foja exhibe un sello con la fecha ********** dictada por el (…), en su carácter de Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; 2. El crédito fiscal número (********** con número) de requerimiento **********, por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por concepto de omisión en el pago mensual del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal por los meses de enero a diciembre de los años **********; 3. Citatorio de fecha **********emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el cual fue entregado en mi domicilio fiscal por la C. (…), quien se identificó con la constancia de identificación número ********** emitida por el (…), en su carácter de Director General de Ingresos, adscrito a la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí; y 4. Acta de notificación que me fue notificada el día **********, por la C. (…), quien se identificó con el número de identificación **********, emitida por el (…), en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal, adscrito a la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí.”

De lo cual tuvo conocimiento el veintidós de noviembre de dos mil dieciocho; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Seguido el procedimiento, mediante proveído del dieciocho de febrero de dos mil diecinueve, se tuvo a las demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado al actor con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas correspondientes de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el día ocho de marzo de dos mil diecinueve, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, hace constar que no existen pruebas pendientes que desahogar y se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver el presente juicio.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de naturaleza fiscal suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con copia de los actos impugnados, visibles en fojas 18 a la 41 de este sumario.  
La personalidad del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien compareció en representación de las demandadas, quedó acreditada a través de la copia certificada de su nombramiento que obra a foja 61 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Las documentales anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad  de la nulidad de los siguientes actos administrativos; 1.-  Resolución del recurso de revocación administrativa de fecha ********** contenida en el oficio **********, emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, interpuesto por el hoy actor en contra del **********emitido el **********, ********** visible en fojas 29 a la 34 de este sumario; 2.- El crédito fiscal número ********** con número de requerimiento **********emitido el **********; 3.- Citatorio de fecha **********emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí;  4.- Acta de notificación de fecha **********; 5.- Citatorio del **********y 6.- Acta de Notificación de fecha**********actos administrativos que refiere tuvo conocimiento de ellos el veintidós de noviembre de dos mil dieciocho, y los cuales exhibió conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 18 a la 41 de este sumario, que se detallan: 1.-  Copia de citatorio identificado como ********** de fecha ********** 2.- Copia del acta de notificación de requerimiento de obligaciones identificado como ********** de fecha **********; 3.- Copia de requerimiento de declaraciones de pago mensual identificado como ********** de fecha **********, relativo a los meses de enero a diciembre de ********** 4.- Copia de citatorio identificado como ********** de fecha **********; 5.- Copia de acta de notificación ********** de fecha **********; 6.- Original del ********** con número de ********** de fecha **********; 7.- Copia de solicitud de historial ante el Instituto Mexicano del Seguro Social por parte de la hoy actora, respecto de las emisiones como patrón desde enero del **********; 8.- Copia de respuesta vía internet de la Oficina de Emisiones y Pago Oportuno del Instituto Mexicano del Seguro Social, impresa el **********, donde se informa que no se encontraron emisiones en ese período; 9.- Original de la resolución del recurso de revocación administrativa de fecha ********** contenida en el oficio **********, emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, interpuesto por la hoy actora en contra del ********** 10.- Original del acuse de recibido, del recurso de revocación interpuesto por la hoy actora, en contra del **********Dichas documentales, admitidas en su totalidad en el momento procesal oportuno, al tratarse en su mayoría de copias simples tomadas de documentos oficiales, y tres originales, emitidos por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y acreditan lo inserto en ellas. También ofreció la Confesional expresa de las autoridades demandadas, caso en el cual no es prueba admisible en el presente juicio, conforme a lo dispuesto por los artículos 77 y 78 del Código de la materia; máxime que su objeto, se encuentra contenido en una de las documentales referidas.
La autoridad demandada, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofreció la Instrumental  de actuaciones y la Presuncional legal y humana.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. …”
En ese tenor, se advierte que  la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda,  no hizo valer excepciones ni defensas.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio  de las causales de nulidad expuestas por la accionante.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 6 a la 10 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599, que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria advierte que la parte actora planteó solamente el Único Concepto de Impugnación en su escrito inicial de demanda, el cual debe examinarse en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento. No obstante ello, previamente, es menester señalar que tal concepto se analizará a la luz del Principio de Litis Abierta, atentos a lo dispuesto por el artículo 217 del Código Procesal Administrativo en consulta; y a la interpretación que del segundo párrafo del artículo 93 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, hizo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Ejecutoria dictada en el Recurso de Revisión Administrativa número********** en cuyo caso, con relación a dicho principio e interpretación, en el juicio contencioso administrativo local, debe entenderse que la parte actora puede formular conceptos de impugnación en contra de la resolución del recurso de revocación y de los actos recurridos materia del recurso de revocación, aunque parezcan novedosos; habida cuenta que, el principio de litis abierta es una institución que permite la libre expresión de argumentos en el juicio contencioso administrativo, inclusive de los no planteados en el recurso administrativo, lo que implica, además, que pueda señalarse como acto impugnado, simultáneamente a la resolución recaída al recurso, la recurrida en sede administrativa. Y además, lo expuesto en los conceptos de impugnación, debe concatenarse con lo expresado en cualquier apartado de su escrito de demanda, con el objeto de realizar su estudio integral y ubicar la causa de pedir.
Bajo esa premisa, se procede al estudio del único concepto de impugnación que hace valer  en su escrito inicial de demanda, el cual en la parte que interesa literalmente refiere:  

“UNICO.- Me duelo de una grave violación a mis garantías fundamentales que protegen mis derechos humanos de audiencia, legalidad y certeza jurídica, previstas en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 38 fracción V del Código Fiscal de la Federación, ya que los mencionados preceptos en lo que aquí interesa disponen lo siguiente: (…).”
 “…En el presente asunto me causan perjuicio los siguientes citatorios y cédulas de notificación (…).”

“…Como se puede observar de los citatorios y cédulas de notificación arriba descritos, se desprende que estos son totalmente ilegales, pues se trata de actos de molestia que se pretenden ejecutar sobre bienes de la aquí afectada, sin observarse las formalidades esenciales del procedimiento, (…), pues el citatorio de fecha ********** y el acta de notificación del ********** fueron entregadas y notificados por (…),  quien el primer día se identificó con una identificación expedida por (…),  Director General de Ingresos, (…); y al segundo día con otra identificación emitida por (…), en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal, adscrito a la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí.” 
“…Es por tanto que me causa agravio y me deja en estado de indefensión la duda acerca de si la notificador ejecutor en verdad tenía tal carácter, pues un día se ostenta con una identificación emitida por una autoridad y al siguiente día con otra identificación expedida por diferente autoridad…”
 “A mayor abundamiento me permito transcribir parte de la resolución de (…).”
“…De lo expuesto en el párrafo anterior se advierte que (…), fue ascendido a Director General de Ingresos a partir del 1 de mayo de 2016, por tanto la notificación de ********** debe ser declarada nula, pues la notificador ejecutor se identificó con una constancia de identificación emitida por (…), en su carácter de Director de Recaudación  y Política Fiscal, cargo que según lo expuesto por la propia autoridad resolutora, él ya no ostentaba desde el 1° de mayo de ese año, es por eso que no existe certidumbre en cuanto a la personalidad que ostentaba la notificador ejecutor, (…).”
“…Aunado a esto, no pasa desapercibido que según el artículo 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos procedan, y ya que en ese caso la afirmación de que el (…), ya no contaba con el carácter de Director de Recaudación y política Fiscal se encuentra plasmada en la resolución firmada por él mismo, se debe tomar como prueba plena…”
“…Es por lo expresado en párrafos anteriores, que se demuestra que la notificación de ********** es totalmente inconstitucional  e ilegal.(…).”
“Es por lo aquí narrado que se pide a este H. Tribunal Estatal de Justicia Administrativa deje sin valor la notificación de ********** y por consecuencia lógica todo lo actuado después de la misma, (…).”

Del estudio y análisis practicado, se determina que el Único Concepto de Impugnación resulta infundado, con base en las siguientes consideraciones que se detallan: 

Es cierto lo que señala el actor, en cuanto a que el citatorio de fecha ********** y el acta de notificación del ********** fueron entregadas y notificados por la notificadora quien se identificó en ambas diligencias con la constancia número **********, señalando en la primera de ellas que fue emitida por el ********** en su carácter de Director General de Ingresos y, en la segunda, por el mismo funcionario en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal, adscrito a la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí; lo que se corrobora con la Resolución de fecha **********, donde en su Considerando Primero visible en la foja 32 de este sumario, se indica que tal circunstancia obedeció a que dicho funcionario emitió las identificaciones correspondientes, en diferentes fechas, porque primero fungió como Director de Recaudación y Política Fiscal, adscrito a la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí hasta el día 30 de abril de 2016, y posteriormente, ascendió al cargo de Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, a partir del 1° de mayo de 2016. Documentales en comento visibles en fojas 14 a la 17 de este sumario, que adquieren pleno valor probatorio para acreditar tales extremos, conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Sin embargo, resulta infundado que por esas circunstancias proceda la declaración la invalidez del citatorio de fecha **********y de la diligencia de notificación de fecha **********, que impugna, en razón de que a pesar de que en la diligencia de notificación en análisis se encuentre señalado que la constancia con la que se identificó la notificadora ejecutora fue emitida por un funcionario que en esa fecha ya no ejercía ese cargo; la notificación no constituye una resolución administrativa, sino la comunicación de ésta, pues solo transmite el acto que la antecede, siendo la actuación que complementa una decisión de la autoridad administrativa, por tanto basta con que se mencione que la diligencia de notificación fue realizada por la persona señalada para ese efecto, a fin de que aquélla tenga validez, puesto que la finalidad que se persigue con la notificación de los actos administrativos es la de hacer del conocimiento del interesado la determinación autoritaria emitida en su contra para darle oportunidad de que formule la defensa que estime conducente, por lo que para la validez de la notificación de un acto de esa naturaleza se requiere únicamente que se cumplan los requisitos previstos en los artículos 73 del Código Fiscal del Estado, resultando innecesario que se asienten los datos de identificación de los notificadores, lo cual resulta exigible en tratándose de una visita domiciliaria en el acta inicial de la misma, que no es el caso en cuestión. 

A mayor abundamiento es menester señalar que respecto a las notificaciones de los actos administrativos, se deben establecer las siguientes formalidades o requisitos para su desahogo, contenidas en los numerales 72 y 73 del Código Fiscal del Estado, que a la letra dicen: 

“Artículo 72.- Los actos administrativos, para el surtimiento de sus efectos deben ser notificados en alguna de las formas que establece este Código. Las formas legales de notificación son:

“I. Personales, o mediante correo certificado con acuse de recibo: Tratándose de citatorios, requerimientos, solicitudes de informes o documentos, determinación de créditos fiscales y, todo acto susceptible de ser impugnado;

“II. Por correo ordinario o electrónico y vía telefax: Tratándose de actos que no infieran molestia a los particulares;

“III. Por estrados: Cuando se trate de convocatorias o avisos generales;

“IV. Por edictos: Cuando la persona a quien se pretende notificar haya abandonado su domicilio sin dar a aviso y se desconozca su paradero, cuando su domicilio se encuentre fuera del territorio nacional, cuando el interesado hubiere fallecido y se desconozca al representante de la sucesión; y, cuando el interesado se oponga u obstaculice el ejercicio de las facultades de las autoridades, y

“V. Por instructivo: En los casos en que el contribuyente, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se nieguen a recibir la notificación.”

“Artículo 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas:

“I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente;

“II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado;

“III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos;

“IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código;

“V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo;

“VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y

“VII. Una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.”

Así, del análisis literal de los artículos 72 y 73 antes transcritos, se advierte que no prevén la obligación de los notificadores de identificarse ante el notificado, ni de circunstanciar en el acta de notificación, el documento oficial en el cual consta que están facultados para realizar la notificación; empero, ese hecho, la notificadora lo hizo del conocimiento del notificado que actuaba en representación de la autoridad administrativa emisora del acto, con la constancia de identificación número **********, la cual es la que la facultaba en esa fecha, siendo que tenía una vigencia del 16 de mayo al 30 de junio de 2016, legitimando con esta su actuación.
En esa tesitura, debe sostenerse que el hecho de que el notificador no se identifique, ante la persona con quien entienda la diligencia, no implica que tal actuación carezca de validez, si la formalidad esencial del procedimiento de comunicar a los particulares las decisiones de la autoridad administrativa consiste en hacerlas de su conocimiento. 
Lo anterior es así, porque lo que resulta trascendente es la observancia de una serie de requisitos para garantizar tal conocimiento, pero no así de la persona del notificador, quien aunque figura como el ejecutor de comunicar el acto de autoridad, juega un papel secundario en la finalidad de éste; de ahí que su identificación constituya una formalidad accidental, pues lo que tiene relevancia son los requisitos de su actuación, los cuales no son controvertidos por el hoy actor en el Recurso de Revocación materia de esta controversia, ni en los conceptos de impugnación en este juicio; en consecuencia, basta con que se mencione que la diligencia de notificación fue realizada por la persona señalada para ese efecto, para que aquélla tenga validez, lo cual ocurrió en el caso que nos ocupa, identificándose en ambas diligencias de notificación con la constancia de identificación correspondiente, aun cuando al tratarse de la notificación de actos administrativos no tenía obligación de hacerlo.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de la Contradicción de Tesis aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, Época: Novena Época, Registro: 179849, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Diciembre de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 187/2004, Página: 423, que dice: 

“NOTIFICACIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. PARA SU VALIDEZ NO ES NECESARIO QUE LOS NOTIFICADORES SE IDENTIFIQUEN ANTE LA PERSONA CON QUIEN VAN A ENTENDER LA DILIGENCIA RELATIVA. Los artículos 134 a 137 del Código Fiscal de la Federación establecen la forma en que deben practicarse las notificaciones; sin embargo, ninguno de ellos señala que la persona que lleve a cabo la diligencia deba identificarse ante el notificado, pues la notificación no constituye una resolución administrativa, sino la comunicación de ésta, por lo que no tiene contenido particular, sino que transmite el del acto que la antecede, además de que constituye la actuación que complementa una decisión de la autoridad administrativa. Ahora bien, en el procedimiento administrativo en materia fiscal es necesario que los actos de autoridad sean notificados a las partes, pues ello constituye un derecho de los particulares y una garantía de seguridad jurídica frente a la actividad de la administración tributaria; sin embargo, el hecho de que el notificador no se identifique ante la persona con quien entienda la diligencia, no implica que tal actuación carezca de validez, si la formalidad esencial del procedimiento de comunicar a los particulares las decisiones de la autoridad administrativa consiste en hacerlas de su conocimiento. Lo anterior es así, porque lo que resulta trascendente es la observancia de una serie de requisitos para garantizar tal conocimiento, pero no así de la persona del notificador, quien aunque figura como el ejecutor del acto de autoridad, juega un papel secundario en la finalidad de éste; de ahí que su identificación constituya una formalidad accidental, pues lo que tiene relevancia es su actuación. En consecuencia, basta con que se mencione que la diligencia de notificación fue realizada por la persona señalada para ese efecto, para que aquélla tenga validez..- Contradicción de tesis 142/2004-SS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 2 de octubre de 2004. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza..- Tesis de jurisprudencia 187/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de noviembre de dos mil cuatro.”

Por lo que se determina, que es procedente declarar legales tanto el citatorio de fecha **********como el Acta de notificación de fecha **********, siendo que son legales y válidos tales actos, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento las acciones intentadas por la parte actora, por las razones antes expuestas.

Referente a los restantes actos que se advierten en este juicio, allegados documentalmente por la parte actora en su escrito inicial de demanda, consistentes en: Citatorio del ********** y Acta de notificación de fecha **********, en las se notificó el Crédito Fiscal ********** por multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado; procede declarar legales y válidos los mismos, en razón de que la parte actora solamente los señaló en el apartado de hechos o antecedentes  y conceptos de impugnación de la demanda formulando argumentos o conceptos de impugnación tendentes a controvertirlos;  en forma similar a los estudiados anteriormente, o sea, el Citatorio de fecha **********y el Acta de notificación de fecha **********dentro del Único Concepto de Impugnación trascrito y analizado, razón por la cual,  sigue la misma suerte de estos, en base en los argumentos, fundamentos y tesis jurisprudencial invocadas, pues no existe obligación de identificarse por parte de la notificadora ejecutora; y sin que se haya localizado el documento relativo al Acta de notificación de fecha **********, que señala en el apartado de actos impugnados, sobre el cual tampoco puede hacerse una determinación.
Asimismo, procede declarar legal la Resolución dictada en el Recurso de Revocación administrativa de fecha ********** contenida en el oficio **********, emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, interpuesto por la hoy accionante en contra del requerimiento **********emitido el**********que confirma la validez del crédito fiscal número **********toda vez que, en contra de esa resolución no se realizó impugnación alguna ni se advierte causa de pedir al respecto, pues el sustento del concepto de impugnación estudiado, fue la nulidad intentada tanto en contra del citatorio como de las diligencias de notificación, de fechas ********** respectivamente, las que como se vio, anteriormente se han declarado legales y válidas en ejecución y, por tanto, la resolución y el crédito fiscal deben declararse legales y válidos; aunado a que, como se dijo, en contra de los mismos no consta en apartado alguno del escrito inicial de demanda, que se hayan formulado argumentos o conceptos de impugnación en su contra.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en el numeral 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, consistentes en: Citatorio de fecha ********** y Acta de notificación de fecha ********** Citatorio del **********  y  Acta de notificación de fecha ********** relativa al Crédito Fiscal número **********; Resolución de fecha ********** contenida en el oficio **********, emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, interpuesto por la hoy actora en contra del requerimiento **********emitido el**********que confirma la validez del crédito fiscal número ********** de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.
SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
